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La presente tesis titulada Resoluciones referidas a documentos clasificados 
emitidos por el Tribunal de Transparencia y su implicancia en el proceso penal, 
periodo 2019, periodo 2019; el cual tuvo como objetivo principal explicar las 
resoluciones que desclasifican documentos secretos, emitidos por el Tribunal 
de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en el proceso penal, periodo 
2019. Asimismo, dicha investigación fue abordada desde el enfoque cualitativo, 
tipo básico y con el diseño teoría fundamentada; se utilizó como técnica de 
recolección de datos la entrevista y dicha información fue recogida a través de 
guías de entrevistas, habiéndose entrevistado a siete operadores de justicia, 
expertos en las subcategorías investigación preparatoria y diligencias 
preliminares, de la categoría proceso penal, y en resoluciones referidas a 
documentos secretos y reservados, respecto a la categoría documentos 
clasificados. De los resultados obtenidos, se concluyó las resoluciones que 
desclasifican documentos secretos, emitidos por el Tribunal de Transparencia, 
podría tener implicancia eficaz en el proceso penal, porque permitiría que los 
sujetos procesales obtengan información desclasificada por medio de dicho 
tribunal y posteriormente las incorporen como fuente de prueba documental en 
sus teorías del caso, a fin de que generen credibilidad y certeza en el juez de la 
causa.  
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This thesis entitled Resolutions referring to classified documents issued by the 
Transparency Court and its implication in the criminal process, period 2019, 
period 2019; which had as its main objective and xplicar the resolutions that 
declassify secret documents, issued by the Transparency Court, could have 
effective implications in the criminal process, period 2019. Likewise, this 
research was approached from the qualitative approach, basic type and with the 
theory-based design; the interview was used as a data collection technique and 
this information was collected through interview guides, with seven justice 
operators having been interviewed, experts in the subcategories preparatory 
investigation and preliminary proceedings, of the category criminal proceedings, 
and in resolutions referring to secret and reserved documents, regarding the 
category classified documents. From the results obtained, it was 
concluded that the resolutions that declassify secret documents, issued by the 
Transparency Court, could have effective implications in the criminal process, 
because it would allow the procedural subjects to obtain declassified 
information through that court and subsequently incorporate them as a source 
of documentary evidence in their theories of the case, in order to generate 
credibility and certainty in the judge of the case. 
Keywords: classified documents secret and reserved, criminal proceedings, 




El ordenamiento jurídico de la mayoría de los Estado estipulan ciertas 
restricciones respecto al acceso a determinadas informaciones por temas de 
secreto de Estado, intimidad de la persona u otros aspecto; ergo, los 
empleados de las instituciones públicas clasifican ingentes documentos con el 
rótulo de secreto y reservado de forma irrazonable y desproporcional, ya que 
muchos no ameritan su reserva al no contener información de transcendental 
importancia para los objetivos del país o no están relacionados a la vida 
intimidad de algún ciudadano; siendo clasificados con la sola intención de que 
los ciudadanos, autoridades y operadores de justicia no puedan acceder a 
ellas, a fin de que se oculte y no se investigue la comisión de actos criminales y 
se genere impunidad judicial.  
En ese sentido, la Convención América de Derechos Humanos, en su 
artículo 12° prestablece que “la información relacionada a los derechos o a la 
reputación de los demás, o, la protección de la seguridad nacional, el orden 
público o la salud son restringidas” (Convención América de Derechos 
Humanos, 1969). Es decir, que los documentos relacionados con temas de la 
defensa e integridad del Estado deben ser clasificados per se transcendental 
para los objetivos nacionales de cada Estado, como también, los documentos 
relacionados a la intimidad de la persona. 
Así también, el Tribunal Constitucional de la República del Perú en el 
proceso de habeas Data seguido por la Asociación de Pensionistas de la 
Fuerza Armada y la Policía Nacional en contra del Comandante General de la 
Marina de Guerra del Perú, resolvió que en el ejercicio del derecho al acceso a 
la información pública “se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad 
personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de 
seguridad nacional […]” (Sentencia constitucional N° 0950-2000-HD/TC, 2000). 
En el sistema jurídico peruano los documentos clasificados se 
encuentran regulados por el Decreto Legislativo N° 1141, la Ley N° 27806, Ley 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, su reglamento y Texto 
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Único Ordenado, aprobado por el Decreto Supremo N° 021-2019-JUS, estas 
determinan el procedimiento para su clasificación, modificación o 
desclasificación. Sin embargo, en el año 2018, el Tribunal Constitucional emitió 
la sentencia del expediente N° 00005-2013-AI/TC, mencionando en sus 
fundamentos de derechos que no toda información clasificada como secreta o 
reservada tiene tal característica y que el Tribunal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública determinará si un documento es o no clasificado, con su 
posterior decisión de que se desclasifique o se mantenga su reserva. 
Por lo cual, el Tribunal Constitucional Peruano al emitir la referida 
sentencia generó atribuciones en el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, en el sentido que dicha entidad al emitir sus resoluciones 
puede desclasificar documentos secretos y reservados, al tener sus decisiones 
la condición de cosa decidida y ser última instancia en sede administrativa, la 
cual podría tener implicancia en las partes de un proceso penal, ya que éstos 
solicitarían a dicho tribunal el acceso a ciertos documentos clasificados y 
posteriormente emplearlas como elementos de prueba documental, de cargo 
y/o descargo.  
En ese extremo, en el año 2019, el fiscal de la Primera Fiscalía Supra-
provincial Corporativa Especializada contra la Criminalidad Organizada, 
mediante oficio N° 442-2019-1°FSCECOR-MP-FN-E1, solicitó al Tribunal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública que resuelva su incertidumbre 
jurídica relacionado a documentos clasificados administrados por el Ministerio 
del Interior, que previamente había denegado la solicitud de dicho fiscal 
relacionado al acceso a una determinado documento clasificado, aduciendo 
que se tratan de documentos de Estado, información vinculado al denominado 
caso el escuadrón de la muerte donde se ventilaba actos de presunta ejecución 
extrajudicial por parte de miembros de la Policía Nacional del Perú, en 
supuestas operaciones policiales y de inteligencia. Por lo cual, el mencionado 
Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información Pública respondió 
favorablemente al requerimiento del fiscal, al sostener que si la entidad 
solicitante actúa dentro del ámbito de sus funciones debería ser atendido su 
pedido, máxime si tales documentos están relacionados a temas de delitos de 
lesa humanidad. 
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Por lo expuesto, la presente investigación se fundamenta en dar a 
conocer qué efectos jurídicos tendría en el proceso penal las resoluciones que 
desclasifican documentos secretos y reservados emitidos por el Tribunal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, ya que dichos documentos 
podrían ser empleados como fuente de prueba documental en la teoría del 
caso que desarrollen las partes de un proceso penal. Considerando que 
actualmente los sujetos procesales recurren al juez de la causa para que 
obtenga algún documento clasificado, como se indica en el artículo 184 del 
Código Procesal Penal, y/o solicitan a  la máxima autoridad de la entidad 
estatal que conserva tal información, acorde a la prestablecido en el numeral 
224.3 del artículo 224 del referido código penal adjetivo, quienes en ingentes 
ocasiones retardan en emitir las disposiciones respectivas y/o niegan las 
solicitudes para el acceso a determinadas informaciones clasificadas, 
respectivamente, aduciendo espuriamente de que se tratan de secreto de 
Estado cuando en realidad no tienen tal categoría, con ello blindando de 
impunidad a los autores de ciertos actos delictivos y conculcando con la 
correcta e idónea administración justicia. 
Argumentado la problemática surge la siguiente pregunta general de la 
investigación: ¿Las resoluciones que desclasifican documentos secretos, 
emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en el 
proceso penal, periodo 2019?; asimismo, se generó las siguientes 
interrogantes específicas, amén de que sea abordada de forma sustanciada y 
objetiva, siendo estas: ¿Las resoluciones que desclasifican documentos 
secretos, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia 
eficaz en la investigación preparatoria, periodo 2019?, ¿Las resoluciones que 
desclasifican documentos secretos, emitidos por el Tribunal de Transparencia, 
podría tener implicancia eficaz en el esclarecimiento de un hecho criminal 
dentro de la investigación preparatoria, periodo 2019?, ¿Las resoluciones que 
desclasifican documentos secretos, emitidos por el Tribunal de Transparencia, 
podría tener implicancia eficaz en la identificación de los autores de un hecho 
criminal dentro de la investigación preparatoria, periodo 2019?, ¿Las 
resoluciones que desclasifican documentos reservados, emitidos por el 
Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en las diligencias 
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preliminares, periodo 2019?, ¿Las resoluciones que desclasifican documentos 
reservados, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia 
eficaz en la obtención y aseguramiento de medios de prueba documental 
clasificada dentro de las diligencias preliminares, periodo 2019? y ¿Las 
resoluciones que desclasifican documentos clasificados, emitidos por el 
Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en la celeridad 
procesal de un proceso penal, periodo 2019? 
La justificación de investigación, tiene por finalidad de que las 
investigaciones científicas se realizan con un determinado propósito, en donde 
su finalidad debe tener asideros capitales que justifiquen su desarrollo y sirva 
para el estudio y solución de un problema social o generar nuevas teorías de 
investigativas; ante lo expuesto, la justificación teórica de esta investigación 
tuvo por finalidad explicar si las resoluciones referidas a documentos 
clasificados, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia 
eficaz en el proceso penal, a fin de que se establezcan las conclusiones y 
recomendaciones respectivas, en relación a la información obtenida en el 
trabajo de campo y de los documentos teóricos analizados. 
En relación a la justificación metodológica, la investigación abordó un 
escollo jurídico reciente y que ha sido exiguamente estudiado, por lo cual sus 
resultados, conclusiones, recomendaciones y teorías generadas podrán ser 
empleadas en posteriores investigaciones, al ser una investigación de enfoque 
cualitativa, tipo básico y con diseño de teoría fundamentada, máxime si el 
desarrolló investigativo se realizó con alto nivel de rigurosidad científica y 
aspectos éticos; y la justificación práctica, se orienta en dar a conocer nuevos 
mecanismos prácticos que ayude a la resolución de procesos penales acorde a 
la justicia y verdad procesal, es por ello que mediante los resultados obtenidos 
se realizará algunas recomendaciones que coadyuve a que las partes de un 
proceso penal puedan acceder a información secreta y/o reservada, a través 
del recurso de apelación ante el Tribunal de Transparencia, y posteriormente 
puedan emplearlas como fuentes de prueba documental en su teoría del caso , 
configurándose como una vía alternativa para la obtención de elementos de 
convicción documental.  
12 
De igual manera, se acuñó como objetivo general: Explicar las 
resoluciones que desclasifican documentos secretos, emitidos por el Tribunal 
de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en el proceso penal, periodo 
2019. Así también, se consideró como objetivo específico 1: Describir las 
resoluciones que desclasifican documentos secretos, emitidos por el Tribunal 
de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en la investigación 
preparatoria, periodo 2019; y en el objetivo específico 2: Describir las 
resoluciones que desclasifican documentos reservados, emitidos por el 
Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en las diligencias 
preliminares, periodo 2019 
II. MARCO TEÓRICO
En el marco de los antecedentes nacionales se han realizado exiguos 
trabajos relacionados al tema de investigación, sin embargo, entre ellos se han 
analizados los siguientes trabajos de autoría: Córdova (2018) en su tesis de 
investigación titulada “El derecho de acceso a la información pública en el 
ordenamiento peruano. En particular sobre las entidades públicas bajo el 
régimen privado” mediante el método de investigación científica cualitativa, 
descriptiva y explicativa, concluyó que el acceso a la información pública es un 
derecho fundamental recogido en la Constitución Política del Perú,  a  través 
del cual toda persona puede solicitar determinado documento a cualquier 
institución pública y esta debe ser atendida en el plazo previsto por ley y en el 
caso de informaciones clasificadas el Tribunal de Transparencia tendrá la 
decisión en última instancia administrativa, si es que la entidad deniega la 
solicitud; posteriormente los referidos documentos pueden ser empleados en 
proceso penal como elemento de prueba. 
Según Bravo (2018), en su tesis de doctorado estableció que a través de 
la prueba, dentro del proceso penal, el juez puede alcanzar certeza o 
convencimiento respecto a la verosimilitud o no de las hipótesis expuestas o 
negados por las partes procesales, ya que dichas fuentes de prueba pueden 
contener datos o información relevante para el esclarecimiento del hecho que 
se investiga. Por lo expuesto, los elementos de prueba o de convicción sirven 
para que las partes procesales puedan emplearlas en su teoría del caso y 
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posteriormente argumentarlas ante el juez, a fin de que generen convicción de 
su posición respecto al hecho histórico, objeto del proceso. En consonancia, 
Ormeño (2020), en su tesis de maestría arguyó que por medio de la prueba 
documental se puede demostrar la responsabilidad penal de los encausados 
respecto al hecho que se investiga en las investigaciones preliminares del 
proceso penal, ya que tiene la característica de ser preconstituida, autónoma y 
representaría el hecho histórico y/o la voluntad de los implicados.  
Para Cuellar (2017) en su tesis de investigación titulada “Problemática 
de la transparencia de la información pública en la Policía Nacional del Perú del 
2010 al 2015”, teniendo como objetivo principal explicar la problemática de la 
transparencia de la información pública en la Policía Nacional del Perú; el 
mismo que fue desarrollado bajo el tipo de investigación cualitativo y con el 
diseño de estudio de casos; el cual concluye que cualquier persona puede 
solicitar el acceso a determinados documentos que administra la policía y, a la 
vez, que dichos documentos pueden ser incorporados como medios de prueba 
documental  en un investigación penal.  
Boulanger y Del Castillo (2019) con su tesis de investigación titulada 
“Ley de Transparencia y acceso a la información pública como instrumento de 
gestión anticorrupción y mejora de la gobernabilidad”, concluyó que la referida 
ley es una herramienta de gestión pública eficaz y eficiente en la lucha contra la 
corrupción y coadyuva a que las personas puedan conocer y acceder a 
diferentes tipos de información que administran las entidades del Estado, a fin 
de que denuncien y por medio de tales documentos demuestren hechos que 
constituyen presuntos delitos, en un proceso penal. 
Así también, Guerrero (2019) en su tesis de investigación titulado 
“Acceso a la Información Pública y Participación Ciudadana en el distrito de 
Carabayllo, año 2019” y estableció como objetivo principal determinar la 
relación que existe entre el acceso a la información y la participación ciudadana 
en el distrito de Carabayllo, año 2019; dicho trabajo de investigación fue 
desarrollado con un enfoque cualitativo y diseño descriptivo – correlacional; en 
donde establece que existe una relación positiva y significativa entre el acceso 
a la información pública y la obtención de documentos desclasificados, los 
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cuales pueden ser obtenidos y vertidos en una inicial investigación penal para 
la determinación de la responsabilidad punitiva y la identificación de los 
presuntos implicados del acto delictivo que se investiga.    
El Tribunal Constitucional Peruano en el proceso de habeas data 
seguido por la Asociación de Pensionistas de la Fuerza Armada y la Policía 
Nacional en contra del Comandante General de la Marina de Guerra del Perú, 
dictó sentencia argumentando que el acceso a la información tiene 
excepciones relacionadas a la seguridad nacional e intimidad personal, ergo la 
sola atribución de que un documento sea considerado clasificado, reservado 
y/o secreto, sin que revista las características suficiente e idóneas, ello no es 
suficiente para denegar el acceso a dichos documentos, para lo cual la entidad 
pública tiene que aplicar el principio de razonabilidad en las solicitudes de 
acceso a determinadas informaciones presuntamente clasificadas (Sentencia 
constitucional N° 0950-2000-HD/TC, 2000). A razón de ello, el defensor de la 
constitución determinó que el derecho al acceso a la información pública tiene 
ciertas limitaciones, tipificadas en el numeral 2.5 del artículo 2 de la 
Constitución Política del Perú, que menciona la excepción al acceso de los 
documentos relacionados con temas solo de intimidad de la persona y 
seguridad nacional 
De igual manera, el Tribunal Constitucional Peruano en el proceso 
constitucional de habeas data accionado por Wilo Rodríguez Gutiérrez 
respecto al accionante Alejandro Toledo Manrique, estableció su decisión con 
el siguiente argumento:  
La Constitución Política del Perú, en su artículo 2°, inciso 5, 
reconoce el derecho e toda persona de solicitar, sin expresión 
de causa, la información que requiera y a recibirla de cualquier 
entidad pública, […] con la única excepción de aquella que 
afecte a la intimidad personal y la que se excluya por ley o por 
razones de seguridad nacional. (Sentencia constitucional N° 
0959-2004-HD/TC, 2004). 
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En relación a lo indicado por el colegiado constitucional, nuevamente se 
determinada que si bien el acceso a la información pública es un derecho 
fundamental inmanente toda persona, por solo serlo, y este se materializa con 
una simple solicitud peticionando la información que requiera de la autoridad 
solicitada, también lo es que dicho derecho no es irrestricto al tener ciertas 
limitaciones en su ejercicio cuando el documento solicitado sustancia 
contenido relacionado a la seguridad nacional, intimidad personal o alguna 
materia restringida por ley.  
Asimismo, el Tribunal Constitucional Peruano en el proceso constitucional 
de habeas data seguido por Margarita del Campo Vegas contra el demandado 
Director del Congreso de la Republica, determinó su decisión con el siguiente 
fundamento: 
Toda aquella información clasificada por el Estado como secreta, 
reservada o confidencial puede ser restringida al conocimiento 
público, dado los diversos fines, valores y derechos que resultan 
constitucionalmente valiosos proteger con dicha restricción. 
(Sentencia constitucional N° 01839-2012-PHD/TC, 2012).  
En convergencia con el párrafo citado, se concluye que cuando un 
documento es clasificado como secreto, reservado o confidencial se produce 
una restricción a su publicación, ya que, debido a su misma transcendencia o 
importancia de la información que contiene hace que se proteja o exime del 
principio de publicidad.   
En relación a los antecedentes internacionales, Tenorio (2017) elaboró 
un artículo científico denominado “El Derecho de acceso a la información en 
Iberoamérica y su concreción como garantía constitucional. El caso mexicano”; 
el mismo que fue abordado desde un estudio de caso y conceptualizando las 
teorías relacionadas al objeto de estudio; determinó que el derecho al acceso a 
la información pública coadyuva a que las personas puedan solicitar y obtener 
información o documentos de las entidades del Estado, para que 
posteriormente las utilicen incorporándolas en un proceso penal y briden 
mayor certeza a sus argumentos expuestos ante la judicatura. 
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De igual manera, Balleza (2019) en su investigación sostuvo que en el 
sistema penal acusatorio puede ser ofrecido cualquier medio de prueba 
documental en tanto sea pertinente e idóneo para el esclarecimiento de los 
hechos que se investiga, para lo cual se debe cumplir con los requisitos de 
pertinencia y admisibilidad y el principio de libertad, el mismo que será 
valorado y actuado en el juicio oral. Así también, López (2018) refirió que en el 
proceso penal la prueba documental genera conocimiento y convicción en el 
juez respecto a los hechos que se investiga, siendo empleado por las partes 
procesales en la formulación de sus teorías del caso y/o en el sustento de sus 
hipótesis; por lo que, una parte la utiliza para la reconstrucción de lo sucedido 
y la contraparte para desvirtuarlo.  
Concordante con ello, Holguín, Chávez y Barrios (2019), en su tesis de 
posgrado titulada “La prueba documental en los encargos de aseguramiento 
como evidencia válida y suficiente en un proceso judicial”; bajo el tipo de 
investigación documental y como método de análisis la triangulación; 
sostuvieron que la prueba documental es de capital importancia en un proceso 
judicial, porque son documento que transmiten información y/o evidencia valida 
y suficiente sobre los cuales se podría generar convicción en el juez de la 
causa. De igual manera, Galarza (2018), en su tesis titulada “Práctica de la 
prueba documental a partir de la vigencia del Código Orgánico General de 
Procesos COGEP”; desarrollado con el enfoque cualitativo y diseño descriptivo 
– explicativo; concluyendo que la prueba documental tiene un valor
preponderante en el inicio de un proceso penal, ya que se configura como una 
herramienta que sustenta las teorías o hipótesis esgrimidos por las partes 
procesales.    
Respecto a las teorías relacionadas al objeto de la presente 
investigación, ad priori es menester abordar el estado de la cuestión referida a 
la sentencia N° 00005 – 2013- PI-TC, porque con esta sentencia el Tribunal 
Constitucional brindó atribuciones al Tribunal de Transparencia respecto a su 
autonomía administrativa para mantener clasificada o desclasificar documentos 
secretos y/o reservados.  
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En relación a ello, la sentencia es aquella resolución o documento que 
plasma la decisión, iure et iure, de la autoridad judicial y/o constitucional, a fin 
de que prevalezcan los fines del derecho como la justicia y el bien común. 
Además, una sentencia tiene la característica de ser ejecutable, porque es el 
resultado de varios actos procesales realizados por las partes y va a 
materializar la tutela judicial efectiva, en aras de privilegiar el mejor derecho del 
justiciable. Al respecto, Vescovi (1999, p.88), refiere que el proceso es el 
“medio adecuado que tiene el Estado para resolver el conflicto reglado por el 
Derecho procesal, que establece el orden de los actos, para una correcta 
prestación de la actividad jurisdiccional”. 
Así también, la institución jurídica del proceso es el medio por el cual se 
va a analizar una litis a nivel judicial o constitucional, que a la postrimería se 
emitirá una sentencia decisoria respecto a la causa que la generó. En ese 
orden de ideas, “las sentencias constituyen el titulo ejecutivo más puro”, 
sostiene De La Plaza (como se citó en Asociación Peruana de Investigaciones 
de Ciencias Jurídicas, 2011, p. 288). 
Por ello, el proceso y la sentencia constituyen el método de causa y 
efecto jurídico, donde el primero se convierte en el instrumento para llegar a 
una conclusión legal materializada en una sentencia, acorde a derecho. En 
consonancia a ello, Guasp (como se citó en Vescovi, 1999, p. 90), sostiene que 
“el proceso es el instrumento de satisfacción de pretensiones, el derecho 
dedica esta institución […] para atender las quejas sociales convertidas en 
pretensiones jurídicas”. 
Ante lo expresado, Poder Judicial y el tribunal Constitucional al 
administrar justicia en nombre del Estado peruano, tienen el deber de realizar 
dicha atribución constitucional con asidero en los principios y valores de la 
norma suprema, ad priori de velar por el respeto de los derechos 
fundamentales, las instituciones públicas y la integridad del país. Dicha 
administración de justicia culminará en una sentencia que plasmará los 
argumentos del juez, con efectos de dar, hacer o no hacer y estos deben 
cumplirse de la forma más específica y efectiva.  
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Es preciso indicar que toda sentencia debe estar motivada, ya que en las 
centurias las decisiones que contenía una sentencia se sustentaba en la 
aplicación literal de la norma, estrictamente, forzándose indebidamente la 
aplicación de la ley a casos distintos del objeto que regula. En congruencia, 
Vásquez (2008) menciona: 
La Ley desborda con mucho el puro análisis del tenor literal del 
texto legal. La letra de la Ley no ofrece más que el punto de 
partido y límite máximo de interpretación de la norma. La letra de 
la Ley traza únicamente un marco, dentro del cual el jurista ha de 
concretar el preciso alcance de la norma, en base a las 
exigencias del sector de la realidad objeto de regulación. (p. 272). 
En corolario, la sentencia se conceptualiza como un acto jurídico 
procesal y como documento, sentido estricto. El primer caso porque es la 
manifestación de voluntad de un agente capaz, juez, que con la atribución que 
le confiere el Estado resuelve en base al espíritu de las leyes. Como 
documento, al ser un instrumento que contiene la decisión final de una litis, 
dictaba por la judicatura. 
En el marco de un proceso de inconstitucionalidad la sentencia va 
determinar si un artículo, ley u otra norma es legal o contraviene a los 
preceptos de la Constitución Política del Perú, en aras de garantizar la 
supremacía jerárquica del ordenamiento legal, seguridad jurídica, protección a 
los bienes jurídicos y derechos tutelados. Al respecto, el Tribunal 
Constitucional se ha pronunciado de la siguiente forma:   
El objeto de la acción de inconstitucionalidad es efectuar la 
valoración de una ley o norma con rango de ley de conformidad 
con la Constitución, ya sea por la forma o por el fondo […] 
donde se faculta al Tribunal Constitucional expulsar a una norma 
inconstitucional del sistema jurídico. (Sentencia constitucional N° 
0959-2004-HD/TC, 2004). 
Por tales razones, la interposición del proceso de inconstitucional tiene 
por finalidad verificar si una norma es contraria a las menciones de la Carta 
Magna o sus valores fundamentales, ya que podría vulnerar o generarse 
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inseguridad jurídica y afectación a la Constitución; en tal sentido, dicho 
proceso constitucional culminará con una sentencia donde se definirá si una 
norma es o no valedera para un determinado sistema legal. 
Por otro lado, los documentos secretos y reservados que muchas veces 
eran generadas por los componentes de las Fuerzas Armadas, Policía Nacional 
del Perú y Sistema de Inteligencia Nacional se regulaban por el Decreto 
Legislativo N° 1141, Decreto Legislativo de Fortalecimiento y Modernización del 
Sistema de Inteligencia Nacional – SINA y de la Dirección Nacional de 
Inteligencia, y por la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, en el sentido que dichas normas prestablecían el 
procedimiento para clasificar, desclasificar y modificar los referidos documentos 
clasificados que era administrado por diferentes órganos del Estado, debido a 
su importancia y relevancia para los intereses del país. 
Sin embargo, al derogarse en el mes de diciembre del año 2012 la Ley 
N° 28478 por el Decreto Legislativo N° 1129, Ley del Sistema de Seguridad y 
Defensa Nacional, esta traía consigo el artículo 12° que para la Defensoría del 
Pueblo significaba ser una norma inconstitucional, por contravenir las leyes 
que regulaban los documentos clasificados como el Decreto Legislativo N° 
1141, la Ley N° 27806 y su Texto Único Ordenado, aprobado por el Decreto 
Supremo N° 021-2019-JUS. 
En tal situación, dicha Defensoría del Pueblo interpuso recurso de 
inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional en febrero del año 2013, 
iniciando el proceso con el expediente N° 00005-2013-PI-TC. 
Por lo cual, la decisión jurídica del Tribunal Constitucional recaía en 
determinar si la Ley N° 27806 era conculcaba por el Decreto Legislativo N° 
1129, el mismo que en su artículo 12° prestablecía: 
Los acuerdos, actas, grabaciones. transcripciones y en general, 
toda la información o documentación que se genere en el ámbito 
de los asuntos referidos a la Seguridad y Defensa Nacional, y 
aquellos que contiene las deliberaciones sostenidas en las 
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sesiones del Consejo de Seguridad y Defensa Nacional, son de 
carácter secreto. (Decreto Legislativo N° 1129, 2012). 
Durante el proceder del proceso de inconstitucional dicho artículo 
impugnado fue modificado por el Decreto Legislativo N° 1353, quedando 
estipulado de la siguiente manera:   
Los acuerdos, actas, grabaciones, transcripciones y en general, 
toda la información o documentación que se genere en el ámbito 
de los asuntos referidos a la Seguridad y Defensa Nacional, y 
aquellos que contiene las deliberaciones sostenidas en las 
sesiones del Consejo de Seguridad y Defensa Nacional, se rigen 
por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en 
cuanto a su difusión, acceso público y excepciones, en cuanto 
resulte aplicables. (Decreto Legislativo N° 1353, 2017). 
Ante dicha modificación, el tribunal Constitucional continuó con el 
proceso sin extraerse del caso subjudice, puesto que con el agregado literal 
“en cuanto resulte aplicables” aún permanecía la problemática planteada por la 
Defensoría del Pueblo, la presunta inconstitucionalidad del artículo 12° Decreto 
Legislativo N° 1129. 
Ad posteriori, en el año 2018, el Tribunal Constitucional dicta sentencia 
en el extremo que declara inconstitucional la frase “en cuanto resulte 
aplicable”; aunado a ello, en sus fundamentos de derecho resuelve que no 
toda información clasificada como secreta y reservado tiene necesariamente 
tal característica y el Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública determinará en última instancia administrativa si un documento le 
corresponde ser o no clasificado. En tal extremo, el derecho al acceso a la 
información pública y sus excepciones genera el deber de que se implementen 
políticas y normas que ayuden efectivizar tales preceptos normativos, amén de 
que se garantice el principio de publicidad de los actos administrativos y de las 
leyes, como se estipulada en la Constitución Política del Perú. 
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Respecto a la categoría de documentos clasificados, ya sea en su 
vertiente secreta y/o reservada, se colige que los documentos se clasifican 
debido a la sustancia o trascendencia de la información que contiene, porque 
están directamente relacionadas con aspecto de la seguridad, defensa 
nacional, protección de la población, capacidades de Estado, intimidad de la 
persona y otras que al ser publicadas causaría un grave perjuicio al país o a 
todo sujeto de derecho. Por lo tanto, la necesidad de restringir su divulgación a 
cualquier persona constituye una excepción al derecho al acceso a la 
información pública, como prestablece la Convención Americana de Derecho 
Humanos y la Constitución Política del Perú, en sus artículos 13° y 2°, 
respectivamente. 
Motivo por el cual, el sistema jurídico peruano ha implantado una serie 
de normativas que regulan la clasificación de documentos secretos y 
reservados como la Ley N° 27806, Decreto Supremo N° 072-2003-PCM, 
Decreto Supremo N° 021-2019-JUS, Decreto Legislativo N° 1141 y el Decreto 
Supremo N° 016-2014-PCM. En congruencia a ello, las normas vinculadas a la 
regulación de informaciones secretas y reservadas se han ido modificando con 
la finalidad de que estén a la vanguardia de las nuevas exigencias de la 
sociedad y ordenamiento jurídico. 
En dicho extremo, el artículo 15 del Decreto Supremo N° 021-2019-JUS, 
estipulaba taxativamente una serie de documentos que son clasificados de la 
siguiente forma: 
Información secreta: 
Las operaciones y planes de inteligencia y contrainteligencia 
militar. 
Las actividades y planes estratégicos de inteligencia y 
contrainteligencia, de los organismos conformantes del Sistema 
de Inteligencia Nacional (SINA), así como la información que 
ponga en riesgo sus fuentes. 
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Los planes estratégicos y de inteligencia, así como la información 
que ponga en riesgo sus fuentes. 
Aquellos informes oficiales de inteligencia (Decreto Supremo N° 
021-2019-JUS).
Información reservada: 
Los planes de inteligencia, así como aquellos destinados a 
combatir el terrorismo, tráfico ilícito de drogas y organizaciones 
criminales, así como los oficios, partes y comunicaciones que se 
refieran expresamente a ellos (Decreto Supremo N° 021-2019-
JUS). 
Por lo cual, es información clasificada como secreta o reservada el 
acervo que produzca, genere o administre los institutos integrantes del 
Sistema de Inteligencia Nacional, por ello es una excepción al libre acceso a la 
información pública (Dirección Nacional de Inteligencia, 2012, párr.19). 
En consecuencia, solo dichos documentos pueden ser clasificados 
como secretos o reservados de manera taxativa, no pudiendo clasificarse otros 
tipos de información que no se encuentre descritas en las normativas 
respectivas de transparencia y acceso a la información pública y leyes 
especiales relacionadas a las fuerzas del orden público. De igual manera, el 
procedimiento para la desclasificación de los citados documentos de 
inteligencia se encuentra tipificado en el Decreto Legislativo N° 1141, que reza: 
[…] podrá ser entregada si el titular del sector o pliego al que 
corresponde el componente del Sistema de Inteligencia 
Nacional – SINA, con opinión favorable del Director de 
Inteligencia Nacional, consideran que su divulgación no 
constituye riesgo para la seguridad de las personas, 
integridad territorial y/o subsistencia del sistema democrático. 
(Decreto Legislativo N° 1141, 2012). 
Por consiguiente, corresponde decidir la desclasificación de los 
documentos secretos o reservados, administrados por los órganos de 
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inteligencia, al director de la Dirección de Inteligencia Nacional y al máximo 
representante de la entidad ministerial, a quien se solicita el acceso a dicha 
información, y en caso de negativa de la publicidad el Consejo de Ministro lo 
podrá realizar. 
Respecto al tiempo de la clasificación de los documentos de inteligencia 
el Decreto Supremo N° 014-2013-PCM, expresa el tiempo máximo que debe 
permanecer clasificado tales documentos que han sido caracterizados como 
secretos y reservados, como se detalla a continuación: 
Información secreta: conservará su clasificación por veinte años y luego 
de ello se desclasificará ipso iure o continuará clasificado por decisión 
del funcionario con dicha atribución, debido a la importancia de la 
información para la seguridad del Estado 
Información reservada: será reservada por quince años, después de 
dicho plazo se desclasificará salvo disposición contraria y argumentada 
que prorrogue su reserva, por motivo de la criticidad de su contenido. 
Información confidencial: mantendrá su confidencialidad por diez años y 
posteriormente será desclasificado, sin embargo, puede continuar 
clasificada por disposición expresa de la autoridad competente debido a 
la sensibilidad del contenido.    
Dichos plazos estipulados garantizan la inaccesibilidad a los diferentes 
documentos clasificados como secretos o reservados, en el extremo que no 
pueden ser publicados o de libre acceso a personas, servidores públicos o 
entidades no permitidas por ley. En consecuencia, este precepto normativo 
tiene congruencia con lo indicado en el numeral 2.5, artículo 2 de la 
Constitución Política del Perú, donde se prestablece las excepciones al acceso 
a la información pública por materia de seguridad, defensa nacional e intimidad 
personal.    
Ergo, es menester indicar que toda información administrada por 
instituciones públicas se presume públicas y de libre acceso, también la 
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obligación de que sea entregada dicha información requerida por algún 
ciudadano, con lo cual se demuestra que los documentos bajo competencia de 
las autoridades estatales deben ser publicitadas y suministradas a quienes lo 
soliciten; en relación a ello, el Decreto Supremo N° 021-2019-JUS, que indica 
“toda información que posea el Estado se presume pública, salvo las 
excepciones expresamente previstas por […] ley” (Decreto Supremo N° 021-
2019-JUS, 2019). 
En relación a la subcategoría de resoluciones referidas a documentos 
secretos y reservados, ello se asidera en el derecho del ciudadano a conocer 
las actividades, informaciones, opiniones y toda actuación realizada por sus 
autoridades estatales, ya que de esta manera se efectiviza el derecho de 
fiscalización de la administración pública del Estado, como bien ha manifestado 
el Tribunal Constitucional al sentenciar que: 
La información sobre la manera como se maneja la res pública 
termina convirtiéndose en un auténtico bien público o colectivo, 
que ha de estar al alcance de cualquier individuo, no sólo con el 
fin de posibilitar la plena eficacia de los principios de publicidad y 
transparencia de la Administración Pública, […], sino también 
para efectuar del mejor modo el control institucional sobre los 
representantes de la sociedad […]. (Sentencia constitucional 579-
2003-HD/TC, 2003). 
Por tanto, los documentos que se encuentran bajo custodia del Estado 
gozan de publicidad, ergo con ciertas excepciones estipuladas taxativamente 
en las normas que regulan la transparencia de las referidas informaciones, 
como las establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del Decreto Supremo N° 
021-2019-JUS. 
Así también, para que una norma sea vigente en el ordenamiento 
jurídico ad priori deben ser publicada, con la finalidad que todas las entidades 
estatales y la población conozcan las distintas normativas y actos 
administrativos que son promulgadas por las instituciones públicas. En 
consecuencia, cualquier persona, servidor público y entidad tiene el derecho de 
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solicitar cualquier tipo de información, sin expresar los motivos del por qué 
requiere tal documento (Constitución del Perú, Art. 2, 1993). 
Por lo cual, el mencionado derecho tipificado en la norma suprema del 
Estado de Perú determina que a todo sujeto y autoridad pública le es inherente 
el goce de poder acceder a cualquier documento público, en tanto sea 
financiado con el erario nacional y suministrado por algún organismo del sector 
estatal. Sin embargo, en el último párrafo el artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú, prestablece ciertas excepciones al acceso a la información 
pública al existir otros bienes jurídicos colectivos de mayor transcendencia, 
aunado a que los derechos no son absolutos si se quiere prevalecer otros de 
mayor envergadura que vinculen a intereses sociales. Por consiguiente, se 
establecen las excepciones al ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública debido a la importancia del acervo que se restringe, ya que puede 
contener temas relacionados a la seguridad del Estado como los que se 
administran en los componentes del Sistema de Inteligencia Nacional, Policía 
Nacional del Perú y Fuerzas Armadas.  
Respecto a la doctrina nacional que estudia el derecho de acceso a la 
información pública y sus excepciones la simplifica en dos situaciones, la 
primera donde la autoridad pública tiene la obligación de brindar el acervo 
solicitado y segundo donde dicha información entregada debe ser completa, 
veraz y oportuna, amén de satisfacer el derecho del solicitante y no se vea 
conculcada por la acción u omisión de la autoridad que administra dicho 
documento. Al respecto, Sar indica que “las limitaciones que pudieran 
imponerse deben ser razonables, proporcionadas y garantizar la efectividad de 
otros principios de la misma relevancia” (s.f., p.22). Por lo que, el referido 
derecho de acceso a la información pública tiene dos excepciones para su no 
efectividad siendo por motivos de intimidad personal y de seguridad del Estado. 
Por dicho motivo, ante una solicitud de pedido de información respecto a 
temas de seguridad nacional u otro aspecto la autoridad estatal debe de 
considerar la norma o legislación, a fin de que evalué las repercusiones que 
puede tener la publicación de un documento clasificado. En consecuencia, “la 
ley puede limitar el derecho y en todo caso puede existir sin duda un tema de 
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oportunidad en el uso del derecho. Esta debe ser materia de apreciación del 
juez en el caso concreto” (Habeas data y el derecho a la información, s.f., 
p.10).
La doctrina internacional aborda la mencionada institución jurídica, 
derecho de acceso a la información pública y sus excepciones, en diferentes 
normas supranacionales como la Convención Americana de Derechos 
Humanos, publicada en noviembre de 1969, prestableciendo en su artículo 12 
que la libertad de pensamiento y de expresión le es inherente a cualquier 
persona, que comprende el buscar, solicitar, obtener y difundir informaciones 
de toda índole. Sin embargo, dicho derecho de acceso a la información tiene 
ciertas restricciones referidas en “[…] el respeto a los derechos o a la 
reputación de los demás, o, la protección de la seguridad nacional, el orden 
público o la salud o la moral pública” (Convención Americana de Derechos 
Humanos, 1969). 
El Tribunal de Constitucional Peruano estipuló que para justificar la 
excepción al acceso a la información pública se debe “probar que existe un 
apremiante interés público por mantener en reservar o secreto la información 
pública solicitada, así como que tal reserva sirve efectivamente al interés 
público que le da cobertura” (Sentencia constitucional N° 2579-2003-HD, 2003). 
Es decir, la entidad pública al denegar una solicitud que tiene por finalidad 
acceder a documentos clasificados, ad priori debe sustentar motivadamente su 
denegatoria indicando el por qué esa información deba estar clasificada, qué 
bien jurídico se protege con su inaccesibilidad y qué daño real, cierto o 
inminente ocasionaría con su divulgación. 
Sin embargo, algunas autoridades públicas del Estado cuentan con la 
atribución constitucional de acceder al contenido de documentos clasificados 
sea secretos o reservados, acorde a sus funciones, siendo estos “el Congreso 
de la República, el Poder Judicial, el Contralor General de la República, el 
Defensor del Pueblo y el Superintendente de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones” (Decreto Legislativo N° 
021-2019-JUS, 2019). Así también, el artículo 15° del Decreto Supremo 021-
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2019-JUS, establece que si un documento clasificado ha cumplido el plazo 
máximo legal de acceso restringido, el titular del sector o funcionario 
designado puede prorrogar dicha reserva o secretismo del documento; ergo, el 
Presidente del Consejo de Ministros puede revocar dicha prórroga y 
desclasificar el documento. 
De igual manera, en el tercer párrafo del artículo 18 del referido Texto 
Único Ordenado de la Ley N° 27806, indica que el juez en ejercicio de sus 
funciones puede solicitar determinada información clasificada como reservada 
o secreta, en tanto esta sea imprescindible para llegar a la verdad procesal de
la causa. Cabe precisar, que a consecuencia de la sentencia N° 00005-2013-
PI-TC y de la publicación del Decreto Legislativo Nº 1353, el Tribunal de 
Transparencia también tiene la facultad de desclasificar documentos 
clasificados (reservados y secretos). 
Referente al Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, es menester indicar que a través del Decreto Legislativo N° 1353 se 
crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
con la finalidad de fortalecer la regulación respecto a las informaciones de 
Protección de datos Personales y otras de interés para el Estado, como las 
vinculadas a la Seguridad y Defensa Nacional administradas por instituciones 
del Sistema de Inteligencia Nacional, Policía Nacional y Fuerzas Armadas de 
Perú. De igual manera, esta entidad depende administrativa del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos y cuenta con tres salas conformadas por tres 
vocales cada una, designados con Resolución Suprema, durante el periodo de 
cuatro años. 
Aparte de ello, el Ministerio de Justicia y de Derechos Humanos tiene 
adscrita el Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la 
cual está conformada con dos salas y tres vocales en cada una, designados 
con Resolución Suprema, durante el periodo de cuatro años. Dicho Tribunal es 
la máxima instancia en ejercer autoridad administrativa en temas de acceso a 
la información pública y documentos clasificados en todo el Estado y sus 
resoluciones pueden tener la calidad de cosa decidida, siendo trascendental 
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sus decisiones que emita al ser vinculantes y de cumplimiento obligatorio para 
otras entidades del sector público y privado, si es que así lo establecen sus 
resoluciones.  
Así también, el referido tribunal tiene la atribución de ser la última 
institución de la administración estatal en determinar si un documento es o no 
clasificado, agotando la vía previa con la resolución que expida. Congruente a 
ello, este tribunal puede emitir precedentes vinculantes, cuando así se 
mencione en sus resoluciones, en casos de interpretación y aplicación de 
normas relacionadas al acceso a la información pública y respecto a 
documentos clasificados.  
Por lo que, los funcionarios o servidores públicos que no cumplan con 
las leyes vinculadas con el derecho al acceso a la información pública y sus 
excepciones, como se establece en la Ley N° 27806, Decreto Supremo N° 
072-2003-PCM, Decreto Supremo N° 021-2019-JUS, Decreto Legislativo N° 
1141 y Decreto Supremo 016-2014-PCM, serán apacibles de ser sancionados 
administrativamente y con responsabilidad en el ámbito civil y penal. 
Respectos a las apelaciones que realicen los administrados cuando su 
solicitud de acceso a la información pública ha sido denegada por la entidad 
que la administra o custodie, el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
información Pública puede revocar o confirmar dicha resolución. Si fuera el 
caso de que declare fundada la solicitud para acceder a una determinada 
información clasificada, el tribunal corre traslado de la resolución que emite a 
la entidad que denegó para que entregue el documento solicitado, en la forma 
prescrita por la autoridad y en el plazo establecido (Decreto Legislativo Nº 
1353, 2017), 
Con lo cual se evidencia que el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública es una nueva entidad pública que tiene la atribución de 
poder desclasificar documentos secretos, reservados y confidenciales, ya que 
el Tribunal Constitucional Peruano partir de la emisión de su sentencia N° 
00005 – 2013- PI-TC dio esa facultad a dicha entidad administrativa, ergo al ser 
un tribunal administrativo donde sus resoluciones tienen la calidad de cosa 
decidida se convierte en la máxima autoridad que puede determinar si un 
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documento debe ser clasificado o no, más allá de un simple rótulo plasmado en 
tales documentos; aunado a que sus decisiones son de obligatorio 
cumplimiento para las instituciones del sector público.  
Respecto a la categoría de proceso penal, Flores (2015, p. 30) menciona 
que en “el proceso penal se determinará la existencia del comportamiento 
punible, la responsabilidad del imputado, así como también se determinará e 
impondrá la sanción prevista para el delito”. De lo cual se colige, que en el 
proceso penal es una herramienta jurídica, donde se va determinar si una 
conducta es o no típica, antijurídica y culpable, a fin de que se determine si 
existió o no la responsabilidad penal el encausado y la sanción penal que le 
corresponde. 
De igual manera, Flores (2015, p. 35), prestablece que: 
El derecho procesal penal constituye una parte del derecho 
público, de acuerdo a su naturaleza de derecho de realización de 
la pretensión penal estatal. El derecho procesal penal no tutela 
derechos del individuo, sino el bienestar y la seguridad de la 
colectividad, que sin la resocialización del imputado no se puede 
conseguir. 
De ello se advierte, que en el proceso penal se tutela los derechos y 
garantías inmanentes a los justiciables que se encuentran inmersos en una 
investigación de carácter criminal, per se acorde al debido proceso que se debe 
primar al interior de un proceso.  
Según Calderón (2016, p. 16), sostiene que el “proceso penal es titular de 
la pretensión (aplicación de la ley penal) y tiene a su vez la potestad de 
sancionar (ius punendi), no puede hacerlo directamente; tiene que someter su 
pretensión a los órganos jurisdiccionales”. Es decir, que el proceso penal 
comprende un conjunto de actos consecutivos y concatenados generados por 
la comisión de un hecho punible y dirigido a un fin, determinar la verdad 
material de los hechos investigados y ad posteriori la aplicación o no de la 
sanción punitiva. 
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En consonancia a la subcategoría de investigación preparatoria, su 
finalidad responde a cuál es el objetivo capital de la investigación, mientras que 
su función está orientada a qué se debe realizar en actos investigativos. En ese 
sentido, su fin es preparar u organizar un adecuado escenario jurídico del juicio 
oral y su funcionalidad radica en recolectar información o medios de prueba 
que servirá para un requerimiento de sobreseimiento o acusación (Sánchez, 
2010). 
El fiscal dispondrá la realización de las actuaciones pertinentes y útiles 
para el esclarecimiento del hecho que investiga, debiendo considerar que no 
puede repetir las acciones de investigación que se realizaron en la fase de 
diligencias preliminares, ya que esta última depende de aquella; ergo, puede 
disponer la ampliación de una actuación ya realizada si es que el mismo es 
indispensables para el esclarecimiento del caso, en tanto que se advierta un 
grave defecto en su ejecución o que ineludiblemente deba realizarse a causa 
de nuevos elementos de convicción incorporados (Salas, 2010). 
Asimismo, en la etapa de investigación preparatoria el fiscal, en el marco 
de sus atribuciones, dispone que se ejecute las acciones útiles y urgentes para 
dilucidar o esclarecer el acto delictivo que se investiga. En ese extremo, los 
actos investigativos practicado en las diligencias preliminares no puede 
volverse a emplear o ejecutar en la etapa preparatoria, conditio sine qua non no 
tendrá validez la información o elementos de convicción que se obtenga en 
ella, sin embargo, será considerado si es de vital importancia para el 
esclarecimiento de los hechos (Corte Superior de Justicia de La Libertad, 
2010).   
De igual manera, la investigación preparatoria coadyuva a que las partes 
de un proceso penal puedan crear o construir su teoría del caso, por lo cual en 
esta etapa los sujetos procesales pueden recolectar medios de prueba, de 
descargo y cargo, que permite al fiscal y la defensa analizar y contrastar sus 
hipótesis respecto si el hecho investigado constituye o no delito, quiénes son 
los presuntos implicados y la víctima, el móvil del crimen y otros. Así también, 
el fiscal durante la mencionada etapa puede disponer la concurrencia de 
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personas que puedan conocer del caso que se investiga, ordenar la conducción 
compulsiva de quienes desistan a la disposición fiscal y exigir información de 
cualquier entidad pública y/o privada (Ore, 2005).  
Por otro lado, con la incoación de la investigación preparatoria se genera 
dos efectos jurídicos en la persecución del delito, la suspensión de la 
prescriptibilidad de la acción penal y la perdida de la atribución de archivar la 
investigación incoada, quedando esta última en manos del juez de la causa 
(Sánchez, 2010). 
Así también, es preciso indicar que la norma penal adjetiva del 
ordenamiento peruano preestablece que la investigación preparatoria tiene por 
finalidad que las partes procesales obtengan y aseguren elementos de 
convicción que coadyuve al fiscal y la defensa técnica a preparar su estrategia 
procesal o teoría del caso; como también, dicha estadio del proceso penal sirve 
para que se determine si el hecho que se investiga constituye o no una 
conducta criminal, quiénes serían los encausados, el móvil del delito y otros 
aspectos de relevancia para el esclarecimiento del acto histórico 
presuntamente criminal (Código Procesal Penal, Art. 321, 2004). 
En relación a la subcategoría de diligencias preliminares, esta es parte del 
estadio procesal de investigación preparatoria y en donde los sujetos 
procesales realizan las actividades urgentes, apremiantes e inaplazables para 
la obtención de fuentes de prueba que coadyuve al esclarecimiento del acto, 
presuntamente criminal, que se investiga; respecto a la actividad que ejecuta el 
representante del Ministerio Publico (fiscal), el Código Procesal Penal, reza: 
  Las Diligencias Preliminares tienen por finalidad inmediata 
realizar los actos urgentes o inaplazables destinados a 
determinar si han tenido lugar los hechos objeto de 
conocimiento y su delictuosidad, así como asegurar los 
elementos materiales de su comisión, individualizar a las 
personas involucradas en su comisión, incluyendo a los 
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agraviados, y, dentro de los límites de la Ley, asegurarlas 
debidamente. (Código Procesal Penal, Art. 330, 2004), 
En ese sentido, se puede advertir que la diligencia preliminar coadyuva al 
aseguramiento de elementos materiales o indicios de prueba; recabar 
información relevante para determinar si el hecho ocurrido constituye o no un 
delito y que amerite ser investigado penalmente; identificar e individualizar a los 
posibles autores del objeto de investigación y las personas afectadas por el 
hecho. Todo ello, a fin de que el fiscal pueda obtener suficientes evidencias 
probatorias de cargo y pueda formular su respectiva teoría del caso, ad 
posteriori sustentar idóneamente su acusación formal.  
A lo expuesto, Rosas (2018), sostiene que “la finalidad de las diligencias 
preliminares es realizar los actos urgentes e inaplazables teniendo en cuenta 
que será el primer momento de una investigación”. En dicho extremo, el fiscal 
al tomar conocimiento de la noticia criminal puede constituirse al lugar donde 
ocurrió el hecho o coordinar con la Policía Nacional para que éstos concurran, 
a fin de que se realice los procedimientos de investigación prioritarios y se 
obtengan evidencias materiales que ayuden a determinar los posibles 
incriminados y otros aspectos necesarios para la formalización de la 
investigación preparatoria. 
Concordante con ello, numeral 330.3 del artículo 330 del Código Procesal 
Penal peruano, estipula que: 
El Fiscal al tener conocimiento de un delito de ejercicio público de 
la acción penal, podrá constituirse inmediatamente en el lugar de 
los hechos con el personal y medios especializados necesarios y 
efectuar un examen con la finalidad de establecer la realidad de 
los hechos y, en su caso, impedir que el delito produzca 
consecuencias ulteriores y que se altere la escena del delito. 
Asimismo, Salas (s.f., pág. 12), refiere que la actividad capital del 
Ministerio público es la investigación de hechos que constituyan delitos, para lo 
cual trabajará coordinadamente con otros fiscales y la autoridad policial, amén 
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de que forme su estrategia jurídica, probatoria y fáctica del caso criminal y 
posteriormente pueda someterlo a la judicatura.  
Por otro lado, Sánchez (2020, p. 136), refiere que: 
La importancia de las diligencias preliminares son justamente que 
en este pazo se determine las diligencias de suma importancia, 
como las declaraciones en sede policial, las pericias en casos que 
lo amerite, las respectivas actas policiales, los informes policiales 
y, medidas coercitivas personales. 
Por lo que se colige que las diligencias preliminares tienen como finalidad 
principal el verificar mediante la percepción de los sentidos si los hechos 
denunciados han tenido lugar en el contexto real y si como consecuencia de las 
investigaciones realizadas el fiscal realizará la formalización de la investigación 
preparatoria o archivará el mismo, por no constituir delito o existir alguna causal 
de eximente de responsabilidad per se no justiciable penalmente.  
De igual manera, se debe tener en cuenta que el plazo de las diligencias 
preliminares, conforme al artículo 334° del Código Procesal Penal, es de 
sesenta días. No obstante, el fiscal establecerá un plazo distinto cuando la 
complejidad de la investigación lo amerite, la misma podrá ser recurrida ante el 
mismo fiscal y luego con el juez de la investigación preparatoria. 
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III. METODOLOGÍA
3.1. Tipo y diseño de investigación 
Una investigación es de tipo básica porque sus teorías que generen 
coadyuvarán al desarrollo de la ciencia, ya que sus fundamentos de estudios 
han sido escollos sociales de la cual se han extraído datos e información para 
analizarlo, conocerlo y determinar sus posibles causas e hipótesis con lo cual 
se concibe una nueva teoría.  
Aunado a ello, Gomero y Moreno (como se citó en Valderrama, 2013, p. 
61) refieren que “esta investigación busca el conocimiento teórico, tiene el
objeto de producir nuevos conocimientos, es decir, se interesa por el 
incremento del conocimiento de la realidad”. En ese derrotero, la presente 
investigación es de tipo básico porque se han realizado exiguos estudios 
relacionados a la problemática abordada en este trabajo y es un objeto de 
estudio que se ha generado recientemente en el sistema judicial.  
Respecto al diseño de investigación, define el derrotero o estrategia que 
se va adoptar en el desarrollo de la investigación científica, amén de brindar 
respuestas a las interrogantes planteadas en el estudio abordado y para el 
empleo de la correcta recolección de datos. Según Sánchez (2019), asevera 
que el empleo del diseño para el abordaje de un fenómeno tiene que 
fundamentarse a razón del objetivo que se pretende alcanzar con la 
investigación. Dicho ello, en la presente investigación se aplicó el diseño de 
teoría fundamentada, porque de la información obtenida en la recolección de 
datos se generó una teoría que comprende y explica el problema planteado en 
esta investigación, objeto de estudio. 
En relación al enfoque de investigación, se colige que en el enfoque 
cualitativo el investigador ad priori examina el fenómeno que estudia y 
recolecta datos, posteriormente formular una teoría idónea respecto a lo que 
observó y analizó en el trabajo de campo. Al respecto, Hernández, Fernández y 
Baptista (2015, p. 8) sostienen que este tipo de enfoque se fundamenta en la 
“lógica y proceso inductivo (explorar y describir, y luego generar perspectivas 
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teóricas)”. En tal sentido, el presente se realizó acorde al enfoque cualitativo, 
ya que coadyuvó a la flexibilización y mejoramiento del planteamiento de 
categorización y, a la vez, en la obtención de datos para las respuestas a las 
preguntas planteadas.   
3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización 
  La categorización se configura como un mecanismo capital para la 
minimización de la información por recolectar. Es decir, son las distintas 
alternativas de dividir, clasificar, conceptualizar o codificar diferentes temas, 
personas, patrones o cualquier otro elemento (unidad de análisis) que será 
objeto de investigación académica (Pérez, 2017, p. 4). 
 En consonancia a ello, la presente investigación tiene como categoría 1: 
Las resoluciones referidas a documentos clasificados; y categoría 2: proceso 
penal. Asimismo, las subcategorías de la categoría 1 son: resoluciones 
referidas a documentos secretos y resoluciones referidas a documentos 
reservados.; y las subcategorías de la categoría 2 son: investigación 
preparatoria, diligencia preliminar y celeridad procesal penal. 
3.3. Escenario de estudio 
    Es el elemento inherente al objeto de estudio, del cual se debe extraer, 
para que sea analizado e interpretado y posteriormente obtener una conclusión 
o supuestos a la problemática planteada. (García y Sánchez, 2020, p. 164). En
consonancia a ello, el escenario de estudio es dónde se va aplicar los 
instrumentos de recolección de datos, los cuales tiene caracterización y 
actividades semejantes o análogas, a fin de recepcionar información según sus 
percepciones a situaciones similares. 
   Por lo cual, el escenario de estudio de la presente investigación será las 
instituciones donde laboran los operadores jurídicos que han abordado los 
temas o categorías que se desarrollan en esta investigación, siendo estas la 
Fiscalía Provincial y Corporativa Penal de Lima, la Unidad de Asesoría Jurídica 
de la Policía Nacional del Perú y litigantes en el distrito judicial de Lima, los 
mismos que se encuentran conformado por fiscales, asesores jurídicos 
36 
policiales en lo penal y abogados especializados en materias de documentos 
clasificados y desclasificados como fuente de prueba documental, teoría del 
caso y proceso penal; en tal sentido, dichos servidores públicos y letrados 
cuentan con la experiencia procesal y jurídica respecto a las categorías y 
objetivos planteados en el presente desarrollo investigativo. En consecuencia, 
el escenario de estudio elegido responde a la razonabilidad y conveniencia del 
investigador respecto a los factores de tiempo, pertinencia y economía. 
3.4. Participantes 
    La correcta selección de los participantes para el estudio de campo 
asegura que los hallazgos o información obtenida representen de forma exacta 
y objetiva lo que sucede en la población de estudio (Hulley, Newman y 
Cummings, 2014, p. 14). En dicho extremo, en la presente investigación 
participaron dos fiscales, tres asesores jurídicos en lo penal de la Policía 
Nacional del Perú y dos abogados litigantes, todos ellos especialista en 
derecho procesal penal y con experiencia en las categorías que se aborda en 
este estudio. 
Tabla 1. Caracterización de participantes. 
Participantes Descripción 
Experto 1: operador de justicia 
Fiscal Adjunto Provincial del distrito Fiscal de 
Lima Centro 
Experto 2: operador de justicia 
Fiscal Adjunta Superior Titular de la Primera 
Fiscalía Corporativa Penal de Lima 
Experto 3: operador de justicia. 
Personal jurídico en lo penal de la Policía 
Nacional del Perú 
Experto 4: operador de justicia. 
Personal jurídico en lo penal de la Policía 
Nacional del Perú 
Experto 5: operador de justicia. 
Personal jurídico en lo penal de la Policía 
Nacional del Perú 
Experto 6: operador de justicia. 
Abogado litigante en materias penales y 
magister en derecho procesal penal 
Experto 6: operador de justicia. Abogada litigante en materias penales. 
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3.5. Técnica e instrumento de recolección de datos 
    Las técnicas para la recolección de información, en la investigación 
cualitativa, son los distintos instrumentos mediante los cuales se puede 
recolectar los datos durante el trabajo de campo; siendo su principal 
característica de estos instrumentos es que son abiertos, es decir las preguntas 
y respuestas no son predeterminadas (Pedraz, Zarco, Ramasco y Palmar, 
2014, p. 42). 
En la investigación cualitativa se utiliza técnicas para recolectar datos 
como la observación no estructurada, entrevistas abiertas, revisión de 
documentos, discusión en grupo, evaluación de experiencias personales, 
registro de historias de vida, e interacción e introspección con grupos o 
comunidades y otras.  En tal sentido, en la presente tesis se aplicó la técnica 
de la entrevista, a fin de obtener información y diferentes puntos de vista de los 
entrevistados y ad posteriori sean contrastadas con las teorías consonantes a 
los objetivos de la investigación; por consiguiente, el instrumento de 
recolección de datos que se utilizó fue la guía de entrevista, en donde se acuña 
las preguntas de manera abierta y acorde a los objetivos de la presente tesis.  
3.6. Procedimiento 
  Luego de la recolección de datos se realiza el procesamiento de la 
información, posteriormente se ejecuta las fases de análisis preliminar y 
profundidad. Culminada dichas etapas se presenta un informe final de la 
investigación abordada, la misma que puede presentar variantes y similitudes 
con la forma o metodología empleada en la interpretación de la información 
obtenida (Abero et al, 2015, p. 107). 
Por lo cual, culminada la realización del instrumento de recolección de 
información, guía de entrevista, se presentará la carta de presentación y de 
consentimiento informado a las operadores de justicia que serán entrevistados, 
a fin de hacerle conocer el tratamiento que tendrá su información brindada y si 
desean o no la publicidad del mismo; posteriormente se aplicará dicha guía de 
entrevista de forma virtual y sincrónica, previa coordinación con los 
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entrevistados, con la finalidad de recabar sus puntos de vistas, posteriormente 
sea analizado y contrastado con otro tipo de acervo documental relacionado al 
objetivo del estudio. 
3.7. Rigor científico 
 Se entiende a ser exhaustivo y objetivo en la recolección de datos y 
material documentario a investigar, para su correcto análisis e interpretación. 
Para ello, el investigador debe ser diligente y minucioso en todas las fases del 
trabajo académico (Fernández, Urteaga y Verona, 2015, p. 13). 
Al respecto, en el derrotero y en todas las etapas de la presente 
investigación académica se debe cumplió con los principios de veracidad, 
credibilidad y objetividad, amén de que los resultados y conclusiones 
estribadas sean objetivos y válido acorde al rigor de la cientificidad.  
3.8. Método de análisis de datos 
Está relacionado a la utilización de diferentes métodos o estrategias de 
interpretación, que permite desarrollar el fenómeno u objeto de estudio por 
medio de los datos y documentos recabados (Villafuerte, Intriago y Soto, 2015, 
p. 69).
En consecuencia, los datos obtenidos de las personas entrevistadas, a 
través del empleo de la herramienta de recolección de información, fueron 
contrastados, analizados e interpretados, a fin de que se obtenga una correcta 
y objetiva categorización y sistematización de la información. Por lo cual, el 
método analítico utilizado ad priori fue la identificación de los aspectos 
relevantes de la investigación, denominado categorías, y posteriormente se 
aplicó su descomposición de estas últimas, llamado subcategorías, con la 
finalidad de que sean abordadas y/o conceptualizadas en el apartado del 
marco teórico de la presente, en función a los problemas y objetivos planteado 
en esta investigación; posteriormente, se realizó una triangulación de las 
categorías, subcategorías e información obtenida para la realización de la 
discusión y respuestas o supuestos  a los objetivos acuñados. 
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3.9. Aspectos éticos 
El consentimiento informado es el procedimiento donde una persona 
voluntariamente acepta ser parte de un estudio de investigación, previamente 
de haber sido informada y comprendido los beneficios, propósitos y riesgos del 
mismo. (Moscoso y Díaz, 2017, p. 11). Por es de capital importancia informar 
previamente a los participantes del trabajo de campo de las repercusiones y la 
utilización de los instrumentos de recolección de información, amén de que 
conozcan se respete su voluntad y/o decisión que disponga.  
Esta investigación tuvo una redacción acorde a las referencias de estilo 
APA del Fondo Editorial de la Universidad César Vallejo, acorde a las 
especificaciones técnicas y académicas para una investigación científica; así 
también, se consideró el consentimiento informado de los entrevistados, a fin 
de que sus posturas personales sean transcritas, contrastadas y procesadas, 
respetando la objetividad y veracidad en el procesamiento de las mismas. De 
igual manera, se tuvo en consideración los resultados del sistema TURNITIN, a 
fin de citar correctamente el material bibliográfico obtenido y así evitar aspectos 
de similitud y/o plagio de las referencias citadas. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN
Para el desarrollo de los objetivos de la presente investigación se aplicó 
como técnica de recolección de información la entrevista, el cual fue dirigido a 
fiscales, personal jurídico de la Policía Nacional del Perú y abogados litigantes 
que han tenido experiencia en el tratamiento de las materias jurídicas que se 
abordan en esta tesis, por lo cual cuentan con conocimiento previos respectos 
a las categorías y subcategorías de la investigación. En ese sentido, las 
entrevistas fueron realizadas a las siguientes personas: 
Tabla 2. Presentación de los entrevistados. 
Nº Nombres y apellidos Cargo 
Experto 
1 
Jesús Flavio Martínez 
Zacarías 




Fiorella Vanessa Pinedo 
Escobar 
Fiscal Adjunta Superior Titular de la Primera 
Fiscalía Corporativa Penal de Lima 
Experto 
3 
Cesar Antonio Villón 
Arévalo 
Personal jurídico en lo penal de la Policía 
Nacional del Perú 
Experto 
4 
Iris Vílchez Penadillo Personal jurídico en lo penal de la Policía 
Nacional del Perú 
Experto 
5 
Edwin Montano Mariño 
Personal jurídico en lo penal de la Policía 
Nacional del Perú 
Experto 
6 
Harold Sánchez Flores 
Abogado litigante en materias penales y 
magister en derecho procesal penal 
Experto 
7 
Angela Rocío Cadillo 
Prudencio 
Abogada litigante en materias penales. 
Los resultados obtenidos de las entrevistas realizadas a los expertos, en 
relación a las categorías y objetivos propuestos en esta investigación, se 
encuentran estipuladas en el apartado de anexo 4.  
Obtenidas las respuestas de las entrevistas empleadas a los expertos, 
posteriormente se realizó la triangulación de la norma, doctrina, posición del 
investigador y de los entrevistados con la finalidad de estribar en una 
conclusión capital por cada subcategoría de la investigación, amén de dar 
respuesta al objetivo general y luego a los objetivos específicos, en tal orden. 
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 Tabla 3. Triangulación de los resultados obtenidos de la primera categoría. 
Categoría 1: Resoluciones referidas a documentos clasificados.
Sub categoría: Resoluciones referidas a documentos secretos.
Objetivo general Alcances normativos Alcances doctrinarios 
Alcance posición del 
investigador 
Alcance de las entrevistas Conclusiones 
Explicar las resoluciones 
que desclasifican 
documentos secretos, 
emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en el 
proceso penal, periodo 
2019. 
Acorde al artículo 9 del Decreto 
Legislativo 1353,  estipula que 
el Tribunal de Transparencia 
tiene la atribución de 
desclasificar en última instancia 
administrativa documentos 
secretos, siendo su decisión 
cosa decidida y de obligatorio 
cumplimiento para las 
entidades estatales; así 
también, el Decreto Supremo 
N° 021-2019-JUS , menciona 
que son documentos secretos 
los referidos a la defensa y 
seguridad del Estado, 
operaciones policiales y 
militares y los generados por el 
Sistema Inteligencia Nacional. 
Son documentos secretos 
los que contienen 
información relacionada a 
la seguridad y defensa 
nacional y de las 
actividades de inteligencia, 
que tiene por finalidad el 
garantizar la integridad de 
las personas y del sistema 
democrático del Estado, 
siendo administradas 
dichas informaciones, en 
su mayoría, por las 
instituciones de las 
Fuerzas Armadas y Policía 
Nacional del Perú. 
El Tribunal de 
Transparencia al tener la 
atribución de poder 
desclasificar documentos 
secretos podría tener 
implicancia eficaz en el 
proceso penal, porque los 
sujetos procesales podrían 
solicitar al referido tribunal 
la desclasificación de cierta 
información secreta y 
posteriormente obtenerlas 
e incorporarlas en el 
proceso como fuente de 
prueba documental, el cual 
podría ayudar en el 
esclarecimiento del hecho 
que se investiga y en la 
decisión que adopte el juez 
de la causa.  
La desclasificación de 
documentos secretos si podría 
tener implicancia eficaz en el 
proceso penal, ya que dichos 
documentos desclasificados 
podrían ser incorporados al 
proceso penal por algunas de 
las partes y repercutir 
directamente en la decisión 
final del juez, a consecuencia 
de la calidad de la información 
que coadyuvaría al 
esclarecimiento de los hechos 
que se investiga en el 
proceso. 
EL Tribunal de Transparencia al 
tener la atribución de desclasificar 
documentos secretos, que están 
relacionados a la seguridad y 
defensa del Estado, podría tener 
implicancia eficaz en el proceso 
penal, porque  generaría la 
oportunidad de que las partes de 
un proceso penal puedan obtener 
tales documentos e incorporarlas a 
su estrategia procesal como 
elementos de prueba documental, 
debido a la calidad de la 
información que coadyuvaría en el 
esclarecimiento del hecho histórico 
y repercutir en la decisión que 
adopte el juez de la causa.     
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Sub categoría: Resoluciones referidas a documentos reservados. 
Objetivo general Alcances normativos Alcances doctrinarios 
Alcance posición del 
investigador 
Alcance de las entrevistas Conclusiones 
Explicar las resoluciones 
que desclasifican 
documentos reservados, 
emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en el 
proceso penal, periodo 
2019. 
Acorde al artículo 9 del Decreto 
Legislativo 1353, menciona que 
el Tribunal de Transparencia 
tiene la facultad de desclasificar 
en última instancia 
administrativa documentos 
reservados, constituyendo su 
decisión cosa decidida y de 
cumplimiento obligatorio para 
las entidades públicas; de igual 
manera, el Decreto Supremo N° 
021-2019-JUS, estipula que
son documentos secretos los 
relacionados al combate de 
organizaciones criminales de 




informaciones referentes a 
temas de orden interno, 
que tienen por finalidad 
prevenir y reprimir la 
delincuencia común y el 
accionar de la 
organización criminal, en 




administradas, en su 
mayoría, por las 
instituciones de las 
Fuerzas Armadas y Policía 
Nacional del Perú. 
El Tribunal de 
Transparencia al poder 
desclasificar documentos 
reservados, generaría la 
oportunidad de que las 
partes del proceso penal 
pueda solicitar a dicha 
institución la 
desclasificación de 
información reservada y 
luego puedan incorporarlas 
en su estrategia procesal 
como fuente de prueba 
documental, a fin de que 
coadyuve en el sustento de 
sus hipótesis y en la 
persuasión del juez.  
La desclasificación de 
documentos reservados si 
podría tener implicancia eficaz 
en el proceso penal, ya que 
tales documentos podrían 
configurarse como elementos 
de convicción documental de 
transcendental importancia 
para la formación de la 
estrategia procesal de cada 
parte, que podrían repercutir 
en la decisión final del juez. 
El Tribunal de Transparencia al 
contar con la facultad de 
desclasificar documentos 
reservados, que están vinculados 
a temas de orden interno y 
delincuencia organizada, podría 
tener implicancia eficaz en el 
proceso penal, ya que brindaría la 
oportunidad de que las partes de 
un proceso penal puedan reunir y 
obtener dichos documentos y 
posteriormente la incorporen a su 
teoría del caso como fuente de 
prueba documental, con ello 
generen persuasión en el juez 
respecto a su estrategia procesal.  
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   Tabla 4. Triangulación de los resultados obtenidos de la segunda categoría. 
Categoría 2: proceso penal 
Subcategoría: Investigación preparatoria 
Objetivos específicos 1 Alcances normativos Alcances doctrinarios 
Alcance posición del 
investigador 
Alcance de las 
entrevistas 
Conclusiones 
Describir las resoluciones 
que desclasifican 
documentos secretos, 
emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en la 
investigación preparatoria, 
periodo 2019. 
Conforme al artículo 321 del 
Código Procesal Penal, la 
etapa de investigación 
preparatoria tiene por finalidad 
la obtención y aseguramiento 
de elementos de convicción 
que coadyuve a los sujetos 
procesales a preparar su 
estrategia procesal o teoría del 
caso, en relación a su posición 
procesal del hecho 
presuntamente delictivo que se 
investiga. 
La investigación 
preparatoria tiene por 
finalidad preparar un 
idóneo escenario jurídico 
del juicio oral, por lo que su 
importancia estriba en 
reunir elementos de 
convicción o prueba para 
el desarrollo y sustento de 
las estrategias procesales 
que empleen las partes de 
un proceso penal. 
La investigación preparatoria 
tiene por finalidad de que las 
partes de un proceso penal 
reúnan y aseguren elementos 
de prueba documental y/o 
material; por lo cual, las partes 
en dicho estadio procesal 
puede solicitar al Tribunal de 
Transparencia la 
desclasificación de 
documentos secretos y luego 
incorporarla en su teoría del 
caso como fuente de prueba 
documental, a fin de que 
puedan sustentar su 
estrategia procesal respecto al 
hecho fáctico que se investiga 
y coadyuve al esclarecimiento 
del caso. 
La investigación 
preparatoria tiene por 
finalidad que los sujetos 
procesales reúnan y 
aseguren elementos de 
prueba y/o indicios 
respecto al hechos 
histórico que se investiga, 
a fin de que les sirva de 
sustento probatorio para su 
teoría del caso; como 
también, para que se 
determine la identificación 
de los autores y víctimas 
del hecho, su grado de 
participación y el 
esclarecimiento del cómo 
sucedió la historia criminal, 
todo ello con el fin de que 
se prepare los estadio de 
la etapa intermedia y 
principalmente del juicio 
oral.
La investigación preparatoria tiene 
por finalidad de que los sujetos 
procesales realicen las 
investigaciones pertinentes, 
diferentes a los realizados en las 
diligencias preliminares, como la 
obtención y el aseguramiento de 
elementos de convicción 
documental o material, respecto al 
hecho histórico que se investiga; 
por lo cual, las partes pueden 
solicitar al Tribunal de 
Transparencia la desclasificación 
de documentos secretos y luego 
incorporarlas en sus teorías del 
caso como fuente de prueba 
documental, a fin de que se 
esclarezca el suceso histórico que 
se investiga y se identifique los 
autores y víctimas involucradas en 
el hecho. 
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 Subcategoría: diligencias preliminares
Objetivos específicos 2 Alcances normativos Alcances doctrinarios 
Alcance posición del 
investigador 
Alcance de las 
entrevistas 
Conclusiones 
Describir las resoluciones 
que desclasifican 
documentos reservados, 
emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en las 
diligencias preliminares, 
periodo 2019 
El artículo 330 del Código 
Procesal Penal, conceptualiza a 
la diligencia preliminar como 
una fase donde se ejecuta 
actos urgentes e inaplazables 
de investigación, con la 
finalidad de que se esclarezca 
el hecho que se investiga, 
identificar a sus presuntos 
autores y asegurar los vestigios 
quedados en la escena del 
crimen. 
Las diligencias 
preliminares se enmarcan 
en que las partes del 
proceso realicen los actos 
apremiantes, necesarios y 
diligentes con la finalidad 
de que conozca el cómo 
ocurrió el hecho 
presuntamente delictivo, 
sus posibles autores y 
víctimas y otros aspectos, 
ya que constituye el primer 
estadio de una 
investigación 
Las diligencias preliminares 
tienen por finalidad de que los 
sujetos procesales realicen los 
actos pertinentes y urgentes, 
con la finalidad de que 
recaben elementos de prueba 
respecto al caso que se 
investiga; en ese sentido, las 
partes podrían solicitar al 
Tribunal de Transparencia la 
desclasificación de ciertos 
documentos reservados y 
posteriormente incorporarlas 
como fuente de prueba 
documental en sus teorías del 
caso, con el fin de que 
conozcan detalladamente el 
hecho histórico que se 
investiga e identifiquen a los 
encausados en el mismo. 
En las diligencias 
preliminares se realizan los 
actos urgentes que amerita 
el hecho que se investiga 
como el aseguramiento de 
elementos probatorios 
documentales, los cuales 
podrían coadyuvar en 
determinar si los hechos 
denunciados han tenido 
lugar, cómo fue el 
desarrollo del mismo, la 
identidad de sus posibles 
autores y agraviados, que 
ayudaría a las partes del 
proceso en el desarrollo de 
sus estrategias del caso. 
La diligencia preliminar tiene por 
finalidad de que las partes del 
proceso penal realicen los actos 
apremiantes e inmediatos de 
investigación, con la finalidad de 
que reúnan elementos de 
convicción respecto al hecho que 
se investiga; por lo cual, los 
sujetos procesales podrían solicitar 
al Tribunal de Transparencia la 
desclasificación de documentos 
reservados y luego incorporarlas 
como fuente de prueba 
documental en su teoría del caso, 
a fin de que se conozca los 
detalles del cómo sucedió, quiénes 
serían sus autores y agraviados y 
coadyuve en el sustento de sus 
estrategias del caso. 
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En relación a la discusión de la investigación se tuvo en cuenta los 
antecedentes o trabajos previos, teorías citadas y los resultados de la triangulación, 
realizado entre la norma, doctrina, entrevistas y posición del investigador; los cuales 
respondieron al objetivo general y específicos planteados en el presente trabajo.  
En relación a los resultados de la triangulación respecto al objetivo general se 
obtuvo, que el Tribunal de Transparencia al tener la facultad de desclasificar 
documentos secretos y reservados, relacionados a la seguridad del Estado y 
criminalidad organizada, generaría que las partes de un proceso penal recurran a 
dicho tribunal para la obtención de alguna información clasificada y posteriormente la 
utilicen como fuente de prueba documental en su teoría del caso, a fin de que 
generen visos de verosimilitud entre sus argumentos y lo sucedido en el hecho 
histórico y coadyuve a la identificación de los autores. 
En consonancia a ello, Bravo (2018), refirió que por medios de las fuentes de 
prueba los jueces pueden alcanzar certeza o duda razonable respecto a las 
hipótesis o supuestos planteados por las partes del proceso penal, porque a través 
del referido material probatorio se coadyuvaría en el esclarecimiento del hecho 
histórico que se investiga. 
Así también, Tenorio (2017), aseveró que el derecho al acceso a la 
información pública garantiza que toda persona pueda solicitar y obtener 
documentos administrados por cierta entidad del Estado, y posteriormente las 
emplee como fuente de prueba documental en sus argumentos que exponen ante el 
juez de la causa, con la finalidad de que tenga mayor sustento probatorio y genere 
credibilidad ante la judicatura.  
Asimismo, López (2018), mencionó que la prueba documental coadyuva al 
esclarecimiento de los hechos que se investiga en un proceso penal, por lo cual las 
partes pueden emplearlas en sus estrategias procesales para darle mayor solidez 
probatoria y para desvirtuar los fundamentos de la contraparte.   
De igual forma, Córdova (2018), indicó que toda persona tiene el derecho de 
solicitar y obtener cualquier documento que se encuentra bajo custodia de alguna 
institución pública; en caso de información clasificada el Tribunal de Transparencia 
decidirá si dicha solicitud debe ser atendida o no, en última instancia administrativa; 
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pudiendo ser empleados tales documentos obtenidos en un proceso penal como 
fuente de prueba documental. 
En respuesta al referido objetivo general de explicar las resoluciones que 
desclasifican documentos secretos, emitidos por el Tribunal de Transparencia, 
podría tener implicancia eficaz en el proceso penal; de los resultados obtenidos se 
colige que sí tendría efectos beneficiosos para las partes procesales, ya que éstos al 
tener la posibilidad de obtener información desclasificada por medio del referido 
tribunal, tales documentos podrían ser empleados como fuente de prueba 
documental en sus teorías del caso y con ello persuadir y generar certeza en el juez 
de la causa.  
En relación a los resultados de la triangulación respecto al primer objetivo 
específico se obtuvo, que el Tribunal de Transparencia al contar con la atribución de 
poder desclasificar información secreta, ello podría generar que las partes de un 
proceso penal puedan obtener dichos documentos e incorporarlos en su teoría del 
caso como fuente de prueba documental, con la finalidad de que justifiquen sus 
posiciones jurídicas y fácticas en relación al caso que se investiga y generar certeza 
en el juez de la causa. 
En congruencia a lo expuesto, Boulanger y Del Castillo (2019) sostuvieron 
que en base a las normas que regulan la información pública y clasificada, las partes 
de un proceso penal pueden conocer y acceder a diferentes tipos de documentos 
que administran las entidades del Estado, por medios de los cuales puedan 
demostrar y/o desvirtuar hechos que constituyan presuntos delitos a través de su 
teoría del caso. 
En ese sentido, Guerrero (2019) enunció que existe una relación significativa 
entre el acceso a la información pública y la obtención de documentos 
desclasificados, toda vez que tales documentos pueden ser empleados como fuente 
de prueba por las partes de un proceso penal, con la finalidad de que justifiquen o 
desvirtúen sus hipótesis respecto al hecho histórico que se investiga y se identifique 
a los presuntos implicados.  
De igual manera, Cuellar (2017), arguyó que en diferentes instituciones 
públicas obran documentos de acceso restringido al público, debido al 
desconocimiento de las normas referidas a la materia por partes de sus empleados; 
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sin embargo, las personas pueden solicitar y acceder a tales documentos que se 
encuentran en sus archivos, con la finalidad de que puedan emplearlas en procesos 
penales como fuente de prueba. 
En consecuencia, en respuesta al referido primer objetivo específico, de 
describir las resoluciones que desclasifican documentos secretos, emitidos por el 
Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en la investigación 
preparatoria, de los datos obtenidos se infiere que sí tendría efectos positivos para 
las partes del mencionado estadio procesal, en tanto que éstos obtengan dichos 
documentos desclasificados y las incorporen como medios de prueba documental en 
sus estrategia procesal, los cuales pueden respaldar o desvirtuar sus hipótesis del 
caso que se investiga. 
Respecto a los resultados de la triangulación en relación al segundo objetivo 
específico se obtuvo, que la investigación preparatoria tiene por finalidad de que las 
partes del proceso penal puedan reunir y asegurar elementos de convicción o fuente 
de pruebas documental respecto al hecho criminal que se investiga, ya que a través 
de dicho material los sujetos procesales podrían sustentar y justificar su teoría del 
caso, lo que coadyuvaría al esclarecimiento del caso e identificación de sus 
encausado y agraviados. 
Así también, Balleza (2019) sostuvo que en el marco del sistema penal 
acusatorio se puede incorporar cualquier fuente de prueba documental, el mismo 
que será actuado y valorado ante el juez de la causa, para lo cual dichos elementos 
de convicción deben ser pertinentes y admisibles para el esclarecimiento del caso 
que se investiga.     
En consonancia, Ormeño (2020), arguyó que la prueba documental al tener la 
característica de ser preconstituida y autónoma coadyuvaría a conocer cómo se 
desarrolló el caso histórico que se investiga y sus presuntos implicados en el marco 
de las investigaciones preliminares de un proceso penal, con la finalidad de que se 
determine la responsabilidad de los encausados.  
De igual manera, Holguín, Chávez y Barrios (2019), enunciaron que en una 
investigación penal los documentos como fuente de prueba resulta de idóneos, ya 
que a través de dicho material documental se podría obtener información y/o 
evidencia validad y suficiente que podría generar convicción en el juez de la causa.  
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En congruencia a lo expuesto, Galarza (2018), refirió que la prueba 
documental es una herramienta fundamental durante el inicio y en el transcurso de 
una investigación penal, porque a través de dichos elementos probatorios se podría 
sustentar o argumentar las teorías o estrategias procesales de las partes en relación 
al hecho que se investiga.  
Por consiguiente, en respuesta al segundo objetivo específico de describir las 
resoluciones que desclasifican documentos reservados, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en las diligencias preliminares, de los 
resultados obtenidos se infiere que sí tendría resultados beneficiosos para las partes 
del referido estadio procesal, en el extremo de que éstos puedan acceder y asegurar 
dichas informaciones desclasificadas e incorporarlas en su teoría del caso como 
fuente de prueba documental, lo cual serviría para el sustento de sus teorías y 
coadyuvar en el esclarecimiento del caso y quiénes serían sus implicados.    
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V. CONCLUSIONES
Primera:  En respuesta al objetivo general de la investigación, se llega a la 
conclusión que las resoluciones que desclasifican documentos secretos, 
emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia eficaz 
en el proceso penal, porque permitiría que los sujetos procesales 
obtengan información desclasificada por medio de dicho tribunal y 
posteriormente las incorporen como fuente de prueba documental en sus 
teorías del caso, a fin de que generen credibilidad y certeza en el juez de 
la causa. 
Segunda: En respuesta al objetivo específico 1, se concluye que las resoluciones 
que desclasifican documentos secretos, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en la investigación 
preparatoria, ya que las partes procesales tendrían la oportunidad de 
obtener dicha información desclasificada, a través del mencionado 
tribunal, e incorporarlas como fuentes de prueba documental en sus 
teorías del caso en el referido estadio del proceso, con la finalidad de que 
fundamenten sus hipótesis respecto al hecho que se investiga.   
Tercera:   En respuesta al objetivo específico 2, se concluye que las resoluciones 
que desclasifican documentos reservados, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en las diligencias 
preliminares, debido a que las partes procesales podrían acceder a dicha 
información desclasificada, a través del mencionado tribunal, e 
incorporarlas como elementos de prueba documental en sus teorías del 
caso en el referido estadio del proceso, lo que coadyuvaría al 




Primera:  Se recomienda difundir a las partes de los procesos penales de que 
pueden solicitar cualquier documento a las instituciones públicas y si 
dicha solicitud es denegada por motivo de ser información clasificada 
(secreta o reservada) podrán recurrir al Tribunal de Transparencia, vía 
apelación,  quien en última instancia administrativa podría desclasificar los 
referidos documentos y ser suministrado al solicitante, para que 
posteriormente dicha información desclasificada puedan incorporarlas 
como fuente de prueba documental en su teoría el caso del proceso 
penal, a fin de que genere credibilidad y certeza en el juez de la causa.   
Segunda: Se recomienda a las partes de los procesos penales que recurran al 
Tribunal de Transparencia, vía apelación, quien podría desclasificar 
documentos secretos de su interés, en última instancia administrativa, a 
fin de que puedan obtener dichos documentos desclasificados e 
incorporarlas como fuente de prueba documental en su teoría el caso, en 
el estadio de la investigación preparatoria, lo cual brindaría mayor 
sustento probatorio a sus hipótesis respeto al caso que se investiga. 
Tercera: Se recomienda a las partes de los procesos penales que recurran al 
Tribunal de Transparencia, vía apelación, ya que dicha institución podría 
desclasificar documentos reservados de su interés, en última instancia 
administrativa, y posteriormente puedan incorporarlas como fuente de 
prueba documental en su teoría el caso, en el estadio de las diligencias 
preliminares, lo que coadyuvaría al esclarecimiento del hecho que se 
investiga y en la identificación de los encausados y víctimas. 
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Título: Resoluciones referidas a documentos clasificados emitidos por el Tribunal de Transparencia y su implicancia en el proceso penal, periodo 2019 
Problema Objetivos Categorías y subcategoría 
Problema general: 
¿Las resoluciones que 
desclasifican documentos 
secretos, emitidos por el 
Tribunal de Transparencia, 
podría tener implicancia 
eficaz en el proceso penal, 
periodo 2019? 
Problema específico 1: 
¿Las resoluciones que 
desclasifican documentos 
secretos, emitidos por el 
Tribunal de Transparencia, 
podría tener implicancia 
eficaz en la investigación 
preparatoria, periodo 2019?    
Objetivo general: 
Explicar las resoluciones que 
desclasifican documentos 
secretos, emitidos por el 
Tribunal de Transparencia, 
podría tener implicancia 
eficaz en el proceso penal, 
periodo 2019. 
Objetivo específico 1: 
Describir las resoluciones 
que desclasifican 
documentos secretos, 
emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en la 
investigación preparatoria, 
periodo 2019. 
 Categoría 1: Resoluciones referidas a documentos clasificados. 





¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican 
documentos secretos, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en el proceso 





¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican 
documentos reservados, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en el proceso 
penal, periodo 2019? ¿Por qué?, explique su respuesta.    
Categoría 2: proceso penal 
Subcategorías Preguntas a expertos 
Investigación 
preparatoria. 
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican 
documentos secretos, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en la 
investigación preparatoria, periodo 2019? ¿Por qué?, explique 
su respuesta.    
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican 
documentos secretos, emitidos por el Tribunal de 
ANEXOS 
Anexo 1: Matriz de consistencia 
Problema específico 2: 
¿Las resoluciones que 
desclasifican documentos 
reservados, emitidos por el 
Tribunal de Transparencia, 
podría tener implicancia 
eficaz en las diligencias 
preliminares, periodo 2019? 
Objetivo específico 2: 
Describir las resoluciones 
que desclasifican 
documentos reservados, 
emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en las 
diligencias preliminares, 
periodo 2019. 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en el 
esclarecimiento de un hecho criminal dentro de la investigación 
preparatoria, periodo 2019? ¿Por qué?, explique su respuesta.    
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican 
documentos secretos, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en la 
identificación de los autores de un hecho criminal dentro de la 
investigación preparatoria, periodo 2019? ¿Por qué?, explique 
su respuesta.    
Diligencia 
preliminar. 
 ¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican 
documentos reservados, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en las diligencias 
preliminares, periodo 2019? ¿Por qué?, explique su respuesta.    
 ¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican 
documentos reservados, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en la obtención y 
aseguramiento de medios de prueba documental clasificada 
dentro de las diligencias preliminares, periodo 2019? ¿Por 
qué?, explique su respuesta.    
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican 
documentos clasificados, emitidos por el Tribunal de 
Transparencia, podría tener implicancia eficaz en la celeridad 
procesal de un proceso penal, periodo 2019? ¿Por qué?, 
explique su respuesta.    
Anexo 2: Instrumento de recolección de información 
GUÍA DE ENTREVISTA 
Título de la investigación: Resoluciones referidas a documentos 
clasificados emitidos por el Tribunal de 
Transparencia y su implicancia en el proceso 
penal, periodo 2019  
Entrevistado (a): ……………………………………………. 
Cargo:……………………………………………………… 
Fecha :   /   0   / 2021. 
Indicaciones: La siguiente entrevista tiene como finalidad realizar un 
trabajo de investigación, en el cual se solicita que responda de manera 
objetiva las preguntas, dicha información obtenida será regulado en el 
marco de las excepciones al acceso a la información pública y solo para 
fines puramente académicos. 
________________________________________________________________________ 
Objetivo general: 
Explicar las resoluciones que desclasifican documentos secretos, emitidos 
por el Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en el 
proceso penal, periodo 2019. 
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican documentos 
secretos, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en el proceso penal, periodo 2019? ¿Por qué?, explique 
su respuesta. 
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican documentos 
reservados, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en el proceso penal, periodo 2019? ¿Por qué?, explique 
su respuesta. 
Objetivo específico 1: 
Describir las resoluciones referidas a documentos secretos, emitidos por 
el Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en la 
investigación preparatoria, periodo 2019. 
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican documentos 
secretos, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en la investigación preparatoria, periodo 2019? ¿Por 
qué?, explique su respuesta.  
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican documentos 
secretos, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en el esclarecimiento de un hecho criminal dentro de la 
investigación preparatoria, periodo 2019? ¿Por qué?, explique su 
respuesta. 
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican documentos 
secretos, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en la identificación de los autores de un hecho criminal 
dentro de la investigación preparatoria, periodo 2019? ¿Por qué?, 
explique su respuesta. 
Objetivo específico 2: 
Describir las resoluciones referidas a documentos reservados, emitidos 
por el Tribunal de Transparencia, podría tener implicancia eficaz en las 
diligencias preliminares, periodo 2019. 
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican documentos 
reservados, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en las diligencias preliminares, periodo 2019? ¿Por 
qué?, explique su respuesta. 
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican documentos 
reservados, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en la obtención y aseguramiento de medios de prueba 
documental clasificada dentro de las diligencias preliminares, periodo 
2019? ¿Por qué?, explique su respuesta. 
¿Considera Ud. que las resoluciones que desclasifican documentos 
clasificados, emitidos por el Tribunal de Transparencia, podría tener 
implicancia eficaz en la celeridad procesal de un proceso penal, periodo 
2019? ¿Por qué?, explique su respuesta. 
Gracias
. 






















Anexo 4: Resultados obtenidos de la guía de entrevista empleada. 
Categoría 1: Resoluciones referidas a documentos clasificados. 
Sub categoría: Resoluciones referidas a documentos secretos. 
Preguntas Fiscal 1 Fiscal 2 
Asesor jurídico 
penal de la PNP 
Asesor jurídico 
penal de la PNP 
Asesor jurídico 


















































una condena o 
absolución por 









Sí, porque al 
desclasificarse 
documentos 
secretos por parte 
del Tribunal de 
Transparencia, las 




fuentes de prueba 
documental, que 
puede ser 
utilizado para que 
sustenten su 










valoradas en el 
juicio oral y 
podrían ser 
idóneas para la 
persuasión del 
juez. 
Sí, porque la 





ser aportada sea 
por la defensa del 
imputado o del 
representante del 
Ministerio Público 
y será valorada por 
el juez de la causa, 
aportando de esta 
manera elementos 
de convicción para 
una mayor y mejor 
motivación de la 
decisión/ sentencia 
que se llegue a 
emitir. Téngase en 
cuenta que al 
desclasificar por el 
ente máximo en 
esta materia, se 
cumple con los 
requisitos de 
procedibilidad y 
legitimidad para el 












ejecutivo para la 
defensa nacional 












no, porque al 





de la persona 
para la no 
afectación de 
estos, mediante 
el principio de 
limitación del 
poder, para no 
afectar derecho 
fundamental de 
la persona, esto 






repercutir en el 
proceso penal 
por un tema de 
igualdad de 












penal, ya que 
el proceso 


























puede ser parte 
de un proceso 
penal, a fin de 
determinar la 
aplicación del 




advierte que dos 
fiscales, dos 
abogados 
litigantes y dos 





si podría tener 
implicancia eficaz 
en el proceso 
penal, porque los 
documentos 
desclasificados, 
que eran secretos, 
pueden ser 
incorporados al 
proceso penal por 
algunas de las 
partes y debido a 






directamente en la 






que solo un 
entrevistado
, el asesor 
de la PNP, 










un tema de 
igualdad de 
armas y del 
derecho de 
defensa. 


































Categoría 1: Resoluciones referidas a documentos clasificados. 
Sub categoría: Resoluciones referidas a documentos reservados. 
Preguntas Fiscal 1 Fiscal 2 
Asesor jurídico 
penal de la PNP 
Asesor jurídico 
penal de la PNP 
Asesor 
jurídico penal 














































reservados y ser 
obtenidos por 
algunas de las 




sustentar su teoría 







verosimilitud de los 
argumentos de la 
parte contraria, 






valoradas en el 
juicio oral y 
podrían ser 
idóneas para la 
persuasión del 
juez. 
Sí, porque la 






aportada sea por 
la defensa del 
imputado o del 
representante del 
Ministerio Público 
y será valorada 
por el juez de la 
causa, aportando 
de esta manera 
elementos de 
convicción para 
una mayor y mejor 
motivación de la 
decisión/ sentencia 
que se llegue a 
emitir. Téngase en 
cuenta que al 
desclasificar por el 
ente máximo en 
esta materia, se 
cumple con los 
requisitos de 
procedibilidad y 
legitimidad para el 
uso de la 
información 
resultante. 
Sí, pero siempre 
y cuando tenga 
relevancia la 
seguridad del 
Estado, (si es 





















eficaz no solo 
para la 
investigación 




acusación y la 
defensa de la 
acusación en 
juicio. 







por el Tribunal 
de 
Transparencia, 
puede ser parte 
de un proceso 
penal, a fin de 
determinar una 






advierte que dos 
fiscales, dos 
abogados 
litigantes y dos 









eficaz en el 
proceso penal, 









la formación de 






tuvo que un 
asesor de la 






en el proceso 
penal.
Del análisis de 
las entrevistas 
realizadas se 
colige que la 
desclasificación 
de documentos 
reservados y su 
incorporación al 
proceso penal si 
podría tener 
implicancia 











a la formulación 
de su estrategia 
procesal. 
Categoría 2: proceso penal 
Sub-categoría: Investigación preparatoria. 
Preguntas Fiscal 1 Fiscal 2 
Asesor 
jurídico penal 
de la PNP 
Asesor 
jurídico penal 
de la PNP 
Asesor 
jurídico penal 
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litigantes y dos 











eficaz en la 
investigación 
preparatoria, 























se tuvo que 
un asesor 













, ya que 






















eficaz en la 
investigación 
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de su teoría 
del caso. 
¿Considera 














eficaz en el 
esclarecimi
ento de un 
hecho 
criminal 










como lo he 



































Sí, porque con 
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Sí, para el 
esclarecimi



































ón, que es 
la función 
primordial 




















eficaz en el 
esclarecimi
ento de un 
hecho 
criminal 










dad de los 
participante












se advierte que 
dos fiscales, 
dos abogados 
litigantes y dos 











eficaz en el 
esclarecimiento 
de un hecho 
criminal, 







que las partes 
emplearían en 











se tuvo que 
un asesor 









eficaz en el 
esclarecimi
ento de un 
hecho 
crimina 



















eficaz en el 
esclarecimie













su teoría del 
caso. 
¿Considera 














eficaz en la 
identificació













Claro que sí, 














































autores y ser 
utilizado para 
la teoría del 
caso. 
Sí, porque 





























































to de las 
partes, 



















eficaz en la 
investigació






































































se advierte que 
dos fiscales, 
dos abogados 
litigantes y dos 











eficaz en la 
identificación 
de los autores 







que las partes 
procesales 
puedan 
acercarse a lo 
que realmente 
sucedió en el 
hecho histórico 










se tuvo  que 
un asesor 









eficaz en la 
identificació








, porque la 
investigació
















































    
Categoría 2: proceso penal 
Sub-categoría: diligencia preliminar. 
Preguntas Fiscal 1 Fiscal 2 
Asesor jurídico penal 
de la PNP 
Asesor 
jurídico 













Conclusión de las 
entrevistas 
¿Considera 



























que si [Claro 
que sí, con 











.   
Sí, porque las 
diligencias 
preliminares al ser 
una fase del 
proceso penal 
orientado  la 
ejecución e realizar 
actos urgentes e 
inaplazables para la 
obtención de 
medios de prueba, 





implicancia eficaz si 
es que su contenido 
está vinculado 
directamente con el 
hecho que se 
investiga, lo cual 
coadyuvaría a 
dilucidar quiénes 
serían o no los 
implicados del 
hecho que se 
investiga, el cómo 
se realizó y otros 
aspectos que 
servirán para la 
formación de la 





Sí, porque con esa 
desclasificación se 
puede demostrar 
que el daño al 
derecho o a un bien 
jurídico determinado 
puede ser mayor 
que el interés en 
restringir dicha 

























































por el fiscal 
o con 
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eficaz en las 
diligencias 
preliminares

























eficaz en las 
diligencias 
preliminares, 







































eficaz en las 
diligencias 
preliminares, 









coadyuvar a la 
teoría del caso 
de las partes, 
respecto a la 
individualizació




















eficaz en la 
obtención y 
aseguramien




















































Sí, porque tales 
documentos 
desclasificados 
podrían ser medios 
o fuentes de prueba
documental que 
serviría para el 
esclarecimiento del 
hechos que se 
investiga, como un 
acto urgente e 





implicados, cómo se 
ejecutó el acto que 
se investiga y, a la 
vez, como 
elementos 
probatorios para la 
construcción de la 
teoría del caso de 
los sujetos 
procesales. 
Sí, porque se debe 








de 20 años de su 
clasificación. Así, 
documentos tales 
como: Planes de 
operaciones 
policiales y de 
inteligencia; Planes 








al tratamiento de 
información 
clasificada en el 
ámbito militar en el 
frente externo son 
de acceso público 
después de ese 
lapso, por lo que al 
ser desclasificados 
para la obtención y 
aseguramiento de 
medios de prueba 
documental 
clasificada dentro 




































































































s son reales 
y si 
constituyen 




s de forma 
unánime 
estableciero









eficaz en la 
obtención y 
aseguramien
to de medios 
de prueba 
documental 












debido a la 














análisis de las 
entrevistas se 






eficaz en la 
obtención y 
aseguramiento 
de medios de 
prueba 
documental 
dentro de las 
diligencias 
preliminares, 
por motivo de 






que es materia 
de investigación 
en el proceso 
penal incoado. 
¿Considera 



































secretos las partes 
podrían tener 
fuentes de prueba 
documental que 
serviría para la 
construcción de su 
teoría del caso, con 
ello los sujetos 
procesales 
reducirían los 
tiempos para la 
obtención de prueba 
documental y 
podrían construir 
más rápido sus 
hipótesis del hechos 
histórico que se 
investiga, por lo cual 
se evitaría que los 
sujetos del proceso 
dilaten el proceso y 
coadyuvaría a que 
culmine en los 
tiempos establecido 
en la norma adjetiva 
penal.  
Sí, porque existe 
mucha renuencia de 
las autoridades a 
proporcionar 
información sin una 
justificación 
razonable, por ello, 
la falta de respuesta 
a los pedidos 
formulados, las 
restricciones para 
su acceso, la 
amplitud en la 
interpretación y 
aplicación de las 
excepciones, costos 
arbitrarios, la 
existencia de una 






implicancias en un 
proceso penal. Esta 
falta de 
transparencia, 
incompatible con la 






carentes de control 
y ha fomentado la 
corrupción, lo que 
puede equilibrarse 
en beneficio de la 









































os que las 
partes se 
someten a 



























































































































s no podría 
tener 
implicancia 
















Al analizarse lo 
vertido por los 
entrevistados 








eficaz en la 
celeridad 




que el referido 
proceso 
culmine en los 
plazos 
establecidos en 
la norma penal 
adjetiva. 
 









Anexo 6. Resolución Jefatural de aprobación y registro de proyecto de tesis. 

